
ACTA DE SESION EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL 
DEL INSTITUTO ELECTORAL DE QUERETARO 

VEINTE DE JULIO DEL DOS MIL SEIS. 
 

 

En la ciudad de Santiago de Querétaro, Querétaro, siendo las diecinueve horas 

del día veinte de julio del año dos mil seis, en el domicilio del Consejo General 

del Instituto Electoral de Querétaro, sito en el número once de la calle Carrizal 

de la colonia Carrizal de esta ciudad, reunidos los miembros del Consejo 

General del propio Instituto, licenciado Juan Carlos Salvador Dorantes Trejo, 

Presidente del Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro; licenciada 

Sonia Clara Cárdenas Manríquez, Secretaria Ejecutiva del Consejo General del 

Instituto Electoral de Querétaro; licenciado Antonio Rivera Casas, licenciada 

Cecilia Pérez Zepeda, técnico en periodismo Arturo Adolfo Vallejo Casanova, 

sociólogo Efraín Mendoza Zaragoza, doctor Ángel Eduardo Simón Miranda 

Correa, Consejeros Electorales; licenciado José Vidal Uribe Concha, Director 

General; así como los representantes de Partidos Políticos: licenciado Ricardo 

Andrade Becerra, representante del Partido Acción Nacional; licenciado 

Norberto Alvarado Alegría, representante de la Alianza por México; ciudadano 

Marco Tulio Berlanga Sánchez; representante del Partido de la Revolución 

Democrática, quien se integró en el transcurso de la sesión; licenciado Carlos 

Alberto Zárate Burgos, representante de Convergencia; del licenciado Nicolás 

Carlos Moya Vargas, representante del Partido del Trabajo, quien se integró en 

el transcurso de la sesión; del licenciado Arturo Emilio Rocha Anaya, 

representante del Partido Nueva Alianza; del ciudadano José Luis Hernández 

Hernández, representante del Partido Alternativa Socialdemocrática y 

Campesina; quienes asisten a la sesión extraordinaria convocada con 
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anterioridad en tiempo y forma y bajo el siguiente: Orden del día: I.-Verificación 

del quórum, declaración de existencia legal del mismo, e instalación de la 

sesión. II.- Aprobación del orden del día propuesto. III. Presentación y 

aprobación en su caso, de la resolución derivada del procedimiento de 

aplicación de sanciones iniciado ante el Consejo General del Instituto Electoral 

de Querétaro, por el Partido de la Revolución Democrática, con motivo de 

hechos atribuidos al Partido Acción Nacional y otros, que se sigue en el 

expediente treinta y dos diagonal dos mil seis. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos Salvador 

Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Buenas tardes a las señoras y señores 

integrantes de este órgano colegiado, a los funcionarios y representantes de los 

medios de comunicación y los ciudadanos presentes, gracias por su asistencia a 

esta sesión extraordinaria de Consejo General. Con apoyo en lo dispuesto en el 

artículo setenta de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, solicito a la 

licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez, haga uso de la voz. En el uso de la 

voz la licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez, Secretaria Ejecutiva.- 

Buenas tardes, en primer término, daré lectura a la convocatoria a sesión, 

remitida en tiempo y forma a todos los miembros de este órgano colegiado. Por 

acuerdo del Presidente del Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro, 

y con fundamento en lo dispuesto por los artículos, uno, dos, cinco, sesenta y 

ocho, fracción octava, trigésima séptima, sesenta y nueve, fracción tercera, 

setenta, fracciones primera, segunda, quinta, décima, setenta y uno, ciento 

sesenta y dos, ciento sesenta y tres, ciento sesenta y cuatro, ciento sesenta y 

cinco, ciento sesenta y seis, ciento sesenta y siete, ciento setenta y uno, ciento 

ochenta y uno, ciento ochenta y dos, ciento ochenta y tres, ciento ochenta y 

cuatro, ciento ochenta y seis, ciento ochenta y ocho, ciento noventa y uno, 

ciento noventa y dos, doscientos ochenta, doscientos ochenta y cuatro, 
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doscientos ochenta y cinco, doscientos noventa, doscientos noventa y dos y 

doscientos noventa y tres de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, uno, tres, 

cuatro, ocho, sesenta y uno, sesenta y ocho, sesenta y nueve, setenta y uno, 

setenta y cuatro, ochenta y siete, noventa y uno, cien y ciento uno del 

Reglamento Interior del Instituto Electoral de Querétaro, me permito convocarlo 

a sesión extraordinaria del propio Consejo, la que tendrá verificativo el próximo 

día veinte de los corrientes a las diecinueve horas, en la sala de sesiones de 

este Consejo General, ubicada en Carrizal número once, colonia Carrizal en 

esta ciudad, y bajo en siguiente orden del día. Primero.- Verificación del quórum 

legal, declaración de existencia legal del mismo, e instalación de la sesión. 

Segundo.- Aprobación del orden del día propuesto. Tercero.- Presentación, y 

aprobación en su caso, de la resolución derivada del procedimiento de 

aplicación de sanciones iniciado ante el Consejo General del Instituto Electoral 

de Querétaro, por el Partido de la Revolución Democrática, con motivo de 

hechos atribuidos al Partido Acción Nacional y otros, que se sigue en el 

expediente treinta y dos diagonal dos mil seis. De no darse en primera 

convocatoria el quórum legal requerido deberá celebrarse la sesión de Consejo 

General, en segunda convocatoria a las diecinueve treinta horas del mismo día. 

Lo anterior con fundamento legal en el artículo setenta y dos de la Ley Electoral 

del Estado. Atentamente, licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez. En 

cumplimiento de lo aquí expuesto, me propongo a desahogar el primer punto del 

orden del día que es el relativo a la verificación del quórum, declaración de 

existencia legal del mismo, e instalación de la sesión. De acuerdo con la lista de 

asistencia, damos cuenta con la presencia de las señoras y señores 

representantes de los partidos políticos y coalición, del licenciado Ricardo 

Andrade Becerra, representante del Partido Acción Nacional, del licenciado 

Norberto Alvarado Alegría, representante de la Alianza por México, del 
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licenciado Carlos Alberto Zárate Burgos, representante de Convergencia, del 

licenciado Arturo Emilio Rocha Anaya, representante del partido Nueva Alianza, 

del ciudadano José Luis Hernández Hernández, representante del Partido 

Alternativa Socialdemócrata y Campesina. Asimismo damos cuenta con la 

presencia de las señoras y señores Consejeros Electorales, licenciado Juan 

Carlos Salvador Dorantes Trejo, doctor Ángel Eduardo Simón Miranda Correa, 

licenciado Antonio Rivera Casas, licenciada Cecilia Pérez Zepeda, sociólogo 

Efraín Mendoza Zaragoza, técnico en periodismo Arturo Adolfo Vallejo 

Casanova, licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez. Asimismo, damos 

cuenta con la presencia del licenciado José Vidal Uribe Concha, Director 

General, por lo anterior señor Presidente, existe quórum legal para sesionar y se 

instala formalmente la sesión. En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos 

Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Gracias, licenciada Sonia Clara 

Cárdenas Manríquez. Pasemos al desahogo del segundo punto del orden del 

día. En el uso de la voz la licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez, 

Secretaria Ejecutiva.- El segundo punto es el relativo a la aprobación de orden 

del día propuesto, por ser una sesión de carácter extraordinaria no hay asuntos 

generales. Por lo que solicitaría a los señores Consejeros Electorales su voto en 

forma económica para la aprobación del orden del día propuesto. Acto seguido 

los Consejeros Electorales levantan su mano derecha en señal de aprobación. 

Tenemos siete votos para la aprobación del orden del día, señor Presidente. En 

el uso de la voz el licenciado Juan Carlos Salvador Dorantes Trejo, Consejero 

Presidente.- Gracias, licenciada Sonia Clara Cárdenas Manríquez. Pasemos al 

desahogo del tercer punto del orden del día. En el uso de la voz la licenciada 

Sonia Clara Cárdenas Manríquez, Secretaria Ejecutiva.- El tercer punto del 

orden del día es el relativo a la presentación, y aprobación en su caso, de la 

resolución derivada del procedimiento de aplicación de sanciones iniciado ante 
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el Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro, por el Partido de la 

Revolución Democrática, con motivo de hechos atribuidos al Partido Acción 

Nacional y otros, que se sigue en el expediente treinta y dos diagonal dos mil 

seis. Santiago de Querétaro, Querétaro, a veinte de julio del año dos mil seis. 

Vistos para resolver los autos relativos al procedimiento de aplicación de 

sanciones que fuera iniciado ante este Consejo General del Instituto Electoral de 

Querétaro, por el Partido de la Revolución Democrática, con motivo de hechos 

atribuidos al Partido Acción Nacional, a sus dirigentes Moisés Pacheco Miralrio, 

Presidente del Comité Directivo Municipal del Partido Acción Nacional en el 

Municipio de Jalpan de Serra Querétaro, a la ciudadana Guillermina Olvera 

Ramírez, dirigente municipal del mismo partido y Regidora del Ayuntamiento de 

Jalpan de Serra, Querétaro, al ciudadano ingeniero Guillermo Rocha Pedraza, 

candidato a Presidente Municipal de Jalpan de Serra, Querétaro por el Partido 

Acción Nacional y al ciudadano Pedro Velásquez Ortega, candidato a regidor del 

ayuntamiento de Jalpan de Serra, Querétaro, por el Partido Acción Nacional, 

seguido en el expediente treinta y dos diagonal dos mil seis, y resultando. 

Primero.- Por escrito fechado el doce de junio de dos mil seis y recibido en el 

Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro con fecha catorce del 

mismo mes y año a las dieciocho horas, se presentó el Partido de la Revolución 

Democrática por medio del Presidente del Comité Directivo Estatal el ciudadano 

licenciado Pablo Héctor González Loyola Pérez, carácter que tiene debidamente 

reconocido por dicho órgano electoral, al estar debidamente registrado como 

dirigente estatal del partido que representa ante el referido Consejo, acorde con 

el contenido del artículo ciento sesenta y cinco, inciso b) de la ley comicial, 

haciendo del conocimiento del propio Consejo hechos probablemente 

constitutivos de infracción, que hacen consistir en: compra del voto, entrega de 

materiales de construcción durante la actual campaña electoral, difusión de 
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programas públicos de beneficio social como el Programa de Acción 

Comunitaria Rural; todos ellos ocurridos presuntamente en los municipios de 

Landa de Matamoros, Jalpan de Serra, Arroyo Seco y Pinal de Amoles, mismos 

que se transcribirán puntualmente al estudiar cada uno de manera particular. 

Vamos hacer un pequeño paréntesis, porque en estos momentos doy cuenta 

con la presencia del ciudadano Marco Tulio Berlanga Sánchez, representante 

propietario del Partido de la Revolución Democrática, en virtud de que existe un 

escrito de acreditación por parte del Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la 

Revolución Democrática, firmado por el licenciado Pablo Héctor González 

Loyola Pérez, en donde lo acreditan como representante propietario y nos 

ponemos de pie para la toma de protesta correspondiente. En el uso de la voz el 

licenciado Juan Carlos Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- 

Ciudadano Marco Tulio Berlanga Sánchez, representante propietario del Partido 

de la Revolución Democrática, ¿protesta usted cumplir y hacer cumplir la 

Constitución General de la República, la propia del Estado, la Ley Electoral del 

Estado de Querétaro, los reglamentos y acuerdos de este Consejo, para bien de 

la ciudadanía?. En el uso de la voz el ciudadano Marco Tulio Berlanga Sánchez, 

representante propietario del Partido de la Revolución Democrática.- Sí, 

protesto. En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos Salvador Dorantes Trejo, 

Consejero Presidente.- Si no lo hiciera así, que la propia ciudadanía se lo 

demande, bienvenido. En el uso de la voz la licenciada Sonia Clara Cárdenas 

Manríquez, Secretaria Ejecutiva.- Continuamos con la resolución. El partido 

actor cita las pruebas con las cuales pretende acreditar los hechos que atribuye 

a los denunciados, siendo las siguientes. Uno.- Las fotografías que 

corresponden a la llegada de la caravana de vehículos pesados que 

trasportaron el material primero a una bodegaza de una cooperativa en la 

comunidad El Lindero, JaIpan de Serra, sobre la carretera federal a Río Verde y 
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después en la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario. Dos.- Un 

ejemplar del periódico "El Regional, periodismo Joven y Dinámico", edición 

número setenta y uno, de fecha once de junio del año en curso, en la que consta 

una nota principal en primera plana de la presencia de los representantes y 

candidatos de tres partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de 

Desarrollo Agropecuario, que se titula "Toman instalaciones de la sede a 

regional" y se sub-titula "acusan al Gobierno del estado de transgredir la Ley 

Electoral". Tres.- El Comunicado de la Coordinación de Comunicación Social de 

Gobierno del Estado de Querétaro, mediante el cual asume la responsabilidad 

de traslado y entregado de dichos materiales de construcción y mejoramiento de 

vivienda rural, el cual, que es de fecha siete u ocho de junio del año en curso, y 

el cual no conozco porque el firme lo recibí de mi candidato y mi representante 

de partido, y bajo firme protesta de decir verdad manifiesto que estoy impedido a 

presentar por lo cual solicito que se le requiera el Secretario de Comunicación 

Social o en su caso al Secretario de Gobierno del Estado de Querétaro 

mediante atento oficio que envíe el Consejo General del Instituto Electoral de 

Querétaro. Cuatro.- El resolutivo mediante el cual se aprueba la planilla a 

Presidente Municipal, regidores y regidoras del Partido Acción Nacional, al 

ayuntamiento de Jalpan de Serra, para el periodo constitucional dos mil seis-dos 

mil nueve, que obran en la oficinas del Consejo Distrital número décimo quinto 

de este Instituto, solicitándole se le requiera en atento oficio y se envíe al 

expediente que conforme con motivo de este procedimiento. Cinco.- El informe 

que deberá de rendir el ciudadano Secretario de Desarrollo Agropecuario, el 

ingeniero Héctor Lugo Chávez, relativo al nombramiento del actual candidato a 

Presidente Municipal por el Partido Acción Nacional en Jalpan de Serra, el 

ingeniero Guillermo Rocha Pedraza, así como del período en que fungió como 

Delegado Regional de la Sierra Gorda de la Secretaría de Desarrollo 
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Agropecuario del Gobierno del Estado, desde fecha de ingreso hasta la fecha de 

retiro, y copia certificada de la solicitud de licencia para retirarse del cargo o en 

su caso solicitud de renuncia al mismo solicitando que se le requiera, así mismo, 

las funciones que tenia específicamente este ex servidor público, ahora 

candidato, informe que en los términos del articulo ciento ochenta y cinco, 

fracción tercera y relativos de la Ley electoral, así como relativos del Código de 

Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a este procedimiento, este 

Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro debe solicitar al propio 

Secretario del ramo, por estar impedido a presentar el mismo. Seis.- El informe 

que deberá de rendir ante este Consejo General el Presidente del Comité 

Directivo Estatal del Partido Acción Nacional, Rafael Puga Tovar, en relación a 

los integrantes del comité Directivo Municipal en Jalpan de Serra, Querétaro. 

Siete.- La interpelación notarial de testigos que les consta como se integraron 

las listas de beneficiarios de este programa en este periodo anual, misma que 

se anexa a la solicitud. Ocho.- El ejemplar del periódico La Versión fechada en 

Jalpan de Serra, Querétaro correspondiente a este quincena. Nueve.- El padrón 

de afiliados y miembros del Partido Acción Nacional en Jalpan de Serra, 

Querétaro. Diez.- Copia certificada de las actuaciones de la averiguación previa 

número J diagonal ciento noventa y ocho diagonal dos mil seis, que se abrió con 

motivo de los mismos hechos que ocasionan este procedimiento, con fecha 

siete de junio del presente, en la Agencia del Ministerio Público Investigador de 

Jalpan de Serra, solicitándole que valore los testimonios que obran en la misma 

como las declaraciones rendidas ante la autoridad bajo firme protesta de decir 

verdad, por las denunciantes y testigos, se anexa la solicitud. Once.- Nota del 

diario nacional de La Jornada relativa a los hechos”. Segundo.- La 

representación del Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro, con las 

obligaciones y facultades que le otorga la Ley Electoral del Estado de Querétaro 
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en el artículo sesenta y nueve, fracción novena y setenta, fracciones primera y 

quinta de la Ley Electoral del Estado, mediante acuerdo de fecha quince de 

junio del mismo año, da entrada al escrito en mención, registra y forma el 

expediente treinta y dos diagonal dos mil seis como consecuencia de la 

denuncia de hechos que hace del conocimiento del Consejo General el partido 

mencionado; por lo que en cumplimiento a lo que dispone el artículo doscientos 

noventa de la Ley Electoral del Estado, ordena notificar personalmente al 

Partido Acción Nacional y a los ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Presidente 

del Comité Directivo Municipal del Partido Acción Nacional en el municipio de 

Jalpan de Serra, Querétaro, a la ciudadana Guillermina Olvera Ramírez, 

dirigente municipal del mismo partido y regidora del actual Ayuntamiento de 

Jalpan de Serra, Querétaro, al ciudadano ingeniero Guillermo Rocha Pedraza, 

candidato a Presidente Municipal de Jalpan de Serra, Querétaro, por el Partido 

Acción Nacional y al ciudadano Pedro Velásquez Ortega, candidato a Regidor 

del ayuntamiento de Jalpan de Serra Querétaro por el Partido Acción Nacional y 

se les emplaza para que en un lapso de diez días naturales contesten por 

escrito las imputaciones que en la denuncia se les atribuyen e igualmente 

aporten las pruebas que consideren pertinentes a su defensa. Los 

emplazamientos de mérito les fueron realizados de la manera siguiente: a los 

ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Pedro Velásquez Ortega, Guillermo Rocha 

Pedraza y Herminia Olvera Ramírez, con la salvedad que se asienta en la 

notificación de la última, el veinte de junio del presente y de la que se desprende 

que quien desarrolla el cargo y las labores mencionadas lo es Herminia Olvera 

Ramírez y no la denunciada Guillermina Olvera Ramírez; al Partido Acción 

Nacional se le notificó el veintidós del mismo mes y año. Tercero.- En fecha 

treinta de junio del presente año, producen su contestación los ciudadanos 

Moisés Pacheco Miralrio, la ciudadana Herminia Olvera Ramírez, quien contesta 
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Ad Cautelam, el ciudadano ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y el ciudadano 

Pedro Velásquez Ortega; en fecha dos de julio del mismo año produce su 

contestación el Partido Acción Nacional por medio de su representante 

debidamente acreditado; la Secretaría Ejecutiva, por auto de fecha seis de julio 

del presente, tiene por acordada la referida presentación, las cuales se dan por 

reproducidas íntegramente en este acto para todos los efectos legales a que 

haya lugar, como si a la letra se insertaren; en el mismo auto se acuerda admitir 

las pruebas marcadas como uno y dos, ello en virtud de que son pruebas 

documentales privadas reconocidas por la Ley Electoral y fueron presentadas 

acompañando a su escrito de denuncia, en concordancia con lo dispuesto en los 

artículos ciento ochenta y dos, ciento ochenta y tres y ciento ochenta y cuatro 

del ordenamiento legal antes referido. En el mismo auto le fueron desechadas 

las siguientes pruebas, acorde a lo dispuesto por los artículos ciento ochenta y 

tres y ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral del Estado: la prueba número 

tres en virtud de ser ofrecida careciendo de nombre y firma que pueda ser 

atribuible a persona alguna y además no se aprecia logotipo oficial ni sello 

respectivo de alguna dependencia y no se encuentra relacionada en el apartado 

de hechos correspondiente; la cuatro en virtud de no ser ofrecida y aportada por 

el denunciante recayéndole la carga procesal de aportarla al procedimiento 

acompañándola a su denuncia; la cinco y la seis en virtud de que la parte actora 

tuvo la oportunidad de haber solicitado dichos informes ante las instancias 

correspondientes a efecto de que se pronunciaran sobre el particular y en caso 

de obtener una respuesta negativa a sus peticiones, se estaría en aptitud de 

hacer el requerimiento oficial por esta autoridad, más si embargo el actor fue 

omiso a realizar las peticiones formales ante las respectivas instancias por 

medio de los escritos correspondientes recabando los acuses de recibo y no se 

encuentra relacionada en el apartado de hechos correspondiente; la siete en 
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virtud de que la misma no se relaciona con los hechos controvertidos en la parte 

correspondiente, sin que pase desapercibido que el documento descrito 

presenta un acuse de recibo original de dicha notaría más sin embargo de 

nueva cuenta el denunciante es omiso en exhibir a esta autoridad el original o 

en su caso copias certificadas de la interpelación notarial que se hubiera hecho, 

pues en la especie el único objeto de la prueba que se acreditaría con esta 

documental de referencia, es que se hizo una solicitud formal para la 

interpelación notarial pero no acredita que la misma se haya realizado, 

circunstancia imputable a la parte actora; la ocho, la nueve y la once, dichos 

medios de convicción fueron desechados en virtud de que no fueron exhibidos y 

anexados a las presentes actuaciones; la prueba marcada como número diez 

que se refiere al escrito de fecha doce de junio del año en curso dirigido al 

Agente del Ministerio Público Investigador en Jalpan de Serra relativo a la 

averiguación previa número J diagonal noventa y ocho diagonal dos mil seis, 

suscrito por Miguel Flores Pedraza en el que se advierte un acuse de recibo de 

dicha dependencia y de su contenido se desprende que el que suscribe ofreció 

diversos medios de prueba de informes y testimoniales y de las cuales solicitó 

copias certificadas de lo actuado, sin que en ningún momento las haya exhibido 

ante esta autoridad electoral. Por presentadas las objeciones que formula la 

parte imputada a las pruebas ofrecidas por la actora, por las consideraciones 

que en la contestación expresan. Respecto a las pruebas que a su parte 

corresponde, omiten las partes imputadas ofrecer prueba alguna. Cuarto.- En el 

mismo auto citado en el considerando anterior y habiéndose integrado la litis y 

ofrecidas las pruebas de las partes y formuladas las objeciones por la parte a la 

que se le imputan los hechos denunciados, se cita a las partes para emitir 

resolución en los presentes autos, de conformidad con lo que dispone el 

numeral doscientos noventa y uno de la Ley Electoral del Estado de Querétaro. 
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En este momento se da cuenta con la presencia del licenciado Nicolás Carlos 

Moya Vargas, representante del Partido del Trabajo, continuando con la lectura. 

Considerando. Primero.- El Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro 

es competente para conocer y resolver el presente procedimiento de aplicación 

de sanciones que presenta el Partido de la Revolución Democrática, con motivo 

de hechos que atribuye al Partido Acción Nacional y a los candidatos y 

funcionarios que cita en su escrito, acorde a lo dispuesto por los artículos cuatro, 

sesenta y ocho, fracciones vigésima novena y trigésima séptima, ciento noventa 

y uno, ciento noventa y dos, doscientos ochenta y cuatro, doscientos ochenta y 

cinco, doscientos noventa y doscientos noventa y uno de la Ley Electoral del 

Estado de Querétaro. Segundo.- El trámite dado a la denuncia motivo del 

presente procedimiento fue el correcto, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos doscientos ochenta y cuatro, doscientos ochenta y cinco, doscientos 

noventa, doscientos noventa y uno y doscientos noventa y tres de la Ley 

Electoral del Estado de Querétaro en vigor. Tercero.- Atribuye el Partido de la 

Revolución Democrática en el hecho uno, dos y tres de su escrito de denuncia, 

los que se tienen por reproducidos en este acto para todos los efectos legales a 

que haya lugar y atribuidos al Partido Acción Nacional y los ciudadanos Moisés 

Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el ingeniero Guillermo Rocha 

Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “Durante los trabajos de la 

actual campaña electoral… el suscrito con la representación que tengo asisto a 

diversos municipios para… apoyar tareas de dirección de nuestro Partido”; es el 

caso que el día de ayer al visitar el municipio de Jalpan de Serra fui informado 

por nuestro candidato, los hechos que paso a denunciar que constituyen 

evidentes violaciones a la legislación electoral”; en cumplimiento a lo previsto 

por el ciento ocho, párrafos quinto y sexto de la Ley Electoral que a la letra 

dicen”, y los transcribe ”Para acreditar su dicho ofrece y le fueron admitidas 
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como pruebas las enumeradas como uno y dos consistentes en, se citan 

textualmente: Las fotografías que corresponden a la llegada de la caravana de 

vehículos pesados que transportaron el material primero a una bodega y 

después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar 

del periódico El Regional, Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, 

de fecha once de junio del año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta 

en primera plana la presencia de los representantes de candidatos de tres 

partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron admitidas por las 

consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. Por su parte, el 

partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el hecho en comento 

manifiestan que por no ser hecho propio ni lo afirman ni lo niegan. Esta 

autoridad, en cumplimiento de sus competencias y con las facultades que la Ley 

Electoral del Estado le confiere, entra al estudio del mismo en los siguientes 

términos: En principio es oportuno citar el contenido del artículo ciento ochenta y 

dos del ordenamiento electoral local que dice: “Artículo ciento ochenta y dos. 

Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en que funde su 

pretensión”. En correspondencia con la disposición anterior, tenemos que la 

parte actora en el primero, segundo y tercer hecho de su denuncia no atribuye 

conducta alguna a la demandada, que de conformidad con la legislación 

electoral aplicable constituya lesión jurídica en su perjuicio, pues en el primero 

refiere una serie de consideraciones sobre la jornada electoral del dos de julio y 

del número de integrantes que conformará la Legislatura local y de los dieciocho 

ayuntamientos; respecto del hecho dos refiere que fue informado y narra una 

serie de acontecimientos que no le constan, dado que lo que sabe le fue 

informado por terceros; respecto del hechos tres, es de señalar que en la 

denuncia hace referencia a una disposición legal, lo que no es propiamente un 
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hecho realizado por un tercero. En relación a lo anterior, como lo apunta la parte 

acusada al contestar que no son hechos propios, es de hacer notar respecto de 

los citados hechos que la ciudadana Herminia Olvera Ramírez contesta Ad 

Cautelam dado que en los autos no es llamada a juicio; en análisis de lo anterior 

y al carecer de conducta en la presente causa que se tipifique como lesiva del 

orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la actora de acreditar 

su dicho, es de tener como no acreditados los hechos en estudio y como 

carente de conducta lesiva del orden jurídico en la materia. Cuarto.- Atribuye el 

Partido de la Revolución Democrática en el hecho cuatro de su escrito de 

denuncia, en lo sustantivo, al Partido Acción Nacional y a los ciudadanos Moisés 

Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el ingeniero Guillermo Rocha 

Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “Dentro del Gobierno del 

Estado de Querétaro existe un programa oficial que se conoce como Programa 

de Acción Comunitario Rural. En si mismo concebido para apoyar a elevar los 

niveles de vida de los habitantes de las regiones rurales de nuestro estado se ha 

venido convirtiendo en un programa promocional del partido político de donde 

emana el Gobierno del Estado del Partido Acción Nacional y concretamente lo 

están utilizando en este sentido sus Candidatos y dirigentes para coaccionar el 

voto a favor de su partido y de sus candidatos en la actual campaña electoral. El 

Partido político responsable junto con servidores públicos que militan en el 

mismo y los dirigentes municipales y el Candidato a Presidente Municipal de 

Jalpan de Serra están haciendo uso de este programa de recursos públicos e 

infraestructura pública de la Secretaria de Desarrollo Agropecuario el ingeniero 

Guillermo Rocha Pedraza, fungió como Delegado Regional de la Sierra Gorda, 

solo unos días antes de registrarse como candidato y formalmente siendo ya el 

candidato de ese partido, desde donde realizó la elaboración de una lista de 

beneficiarios del Programa de Acción Comunitaria Rural, en acuerdo con los 
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dirigentes del Partido Acción Nacional en el mismo municipio”. Para acreditar su 

dicho ofrece y le fueron admitidas como pruebas las enumeradas como uno y 

dos consistentes en, se citan textualmente: Las fotografías que corresponden a 

la llegada de la caravana de vehículos pesados que transportaron el material 

primero a una bodega y después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; y el ejemplar del periódico El Regional, Periodismo Joven y 

Dinámico, edición setenta y uno, de fecha once de junio del año en curso, de 

Jalpan de Serra, en la que consta en primera plana la presencia de los 

representantes de candidatos de tres partidos políticos en las instalaciones de la 

Secretaría de Desarrollo Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron 

admitidas por las consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. 

Por su parte el partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el 

hecho en comento manifiestan: “Respecto de los hechos señalados en el escrito 

inicial del actor con el número cuatro, aún cuando el actor no señala a los 

suscritos de manera concreta y particular imputación alguna de haber realizado 

hechos que violenten la legalidad, negamos que sean ciertas las insinuaciones 

realizadas por el actor, mediante las cuales pretende calumniosamente señalar 

supuestos desvíos de recursos públicos de Gobierno del Estado hacia 

campañas del Partido Acción Nacional, o que los suscritos siquiera hubiésemos 

participado de tales actividades, pues resulta que la parte actora como ya lo 

señalamos en líneas anteriores de este mismo escrito, hace interpretaciones 

incorrectas e ignorantes de la ley electoral, así como hace alusiones de 

supuestos hechos que describe pobremente en cuanto a precisiones de las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar, por lo que ante tal oscuridad de 

acusaciones, es imposible aceptarlas y tenerlas como si estuvieran acreditadas, 

además que no exhibe evidencia alguna que demuestre su dicho, aunque no 

fuera de las permitidas por la ley”. Esta autoridad, en cumplimiento de sus 
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competencias y con las facultades que la Ley Electoral del Estado le confiere, 

entra al estudio del mismo en los siguientes términos: En principio es oportuno 

citar el contenido del artículo ciento ochenta y dos del ordenamiento electoral 

local que dice: “Artículo ciento ochenta y dos. Corresponderá siempre al actor 

acreditar los hechos en que funde su pretensión”. En correspondencia con la 

disposición anterior, tenemos que la parte actora afirma que el Partido Acción 

Nacional y los candidatos que cita están haciendo uso de un programa de 

gobierno para beneficio electoral y para acreditarlo ofrece las fotografías y el 

periódico mencionado; dichas pruebas al amparo de lo previsto por el artículo 

ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral son documentales privadas, las que 

en relación con el numeral ciento ochenta y ocho deben ser valoradas 

libremente por la autoridad pero expresando los motivos por los que tales 

elementos generan eficacia probatoria; en relación con ello habrá de 

manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas pudieran tener 

un valor de indicio si son acompañadas de otros elementos que permitan 

precisar lo que con ello se pretende probar, lo que en el caso no acontece ya 

que las imágenes plasmadas en las pruebas admitidas no permiten precisar 

tiempo, modo y lugar de lo que en ellas está plasmado y que con ellas se 

acredite lo narrado en el hecho a estudio; adicionalmente, la actora en el 

presente hecho no describe propiamente una conducta de un tercero, sino un 

dato que pareciera ser un antecedente de la litis que plantea; razón por la que a 

juicio de este Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se 

tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste 

a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a 

estudio; es de hacer notar respecto del presente hecho que la ciudadana 

Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es 

llamada a juicio. Quinto.- Atribuye el Partido de la Revolución Democrática en el 
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hecho cinco de su escrito de denuncia, en lo sustantivo, al Partido Acción 

Nacional y a los ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera 

Ramírez, el ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo 

siguiente: “Es el caso que el pasado en la semana que anterior, según me 

informa el candidato de mi Partido al mismo cargo y nuestro representante 

propietario ante este organismo electoral, vecinos en el municipio de Pinal de 

Amoles, informaron a ellos que varias unidades de transporte pesado entre ellas 

las que se conocen como "jaulas", camiones torton de más de tres toneladas 

estaban, descargando material en el pueblo de Bucareli y en otras 

comunidades, pero además preventivamente el candidato a Presidente 

Municipal de nuestro partido el profesor Rubén Espinosa OIvera nos informó 

que venía toda una caravana de más de doce unidades con destino a Jalpan y 

Landa de Matamoros principalmente y que transportaban tinacos, cal, cemento, 

láminas para techar y en general material para construcción; para ser repartido 

entre ciudadanos de los mismos municipios en flagrante y abierta violación a las 

disposiciones del artículo ciento ocho de la Ley Electoral del Estado”. Para 

acreditar su dicho ofrece y le fueron admitidas como pruebas las enumeradas 

como uno y dos consistentes en, se citan textualmente: Las fotografías que 

corresponden a la llegada de la caravana de vehículos pesados que 

transportaron el material primero a una bodega y después a la bodega de la 

Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar del periódico El Regional, 

Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, de fecha once de junio del 

año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta en primera plana la 

presencia de los representantes de candidatos de tres partidos políticos en las 

instalaciones de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; el resto de las 

pruebas no le fueron admitidas por las consideraciones que se vierten en el auto 

citado líneas arriba. Por su parte, el partido imputado y los ciudadanos a los que 



 18

se les atribuye el hecho en comento manifiestan: “Respecto de los hechos 

señalados con el número cinco del escrito inicial del presente asunto, al no ser 

hechos propios, ni los afirmamos ni los negamos, sin embargo hemos de aclarar 

e insistir sobre la incorrecta e ignorante interpretación del actor perredista que 

hace de la Ley Electoral, en cuanto a que el artículo ciento ocho del citado 

ordenamiento, jamás establece que los órganos de gobierno deban permanecer 

en total parálisis, ni que la simple transportación de materiales constituya una 

violación, además que dicha transportación la hacen personas distintas de las 

que señala como responsables así como corresponden a distintas personas 

físicas y morales la titularidad de la posesión y propiedad de dichos bienes, pues 

en este caso, quienes suscriben el presente escrito, ni el Partido Acción 

Nacional, somos titulares de posesión o propiedad de dichos bienes, ni tampoco 

somos los responsables de la transportación o uso y destino de los bienes que 

señala el actor, y por tanto no puede configurarse violación alguna de dicha 

disposición legal, pues como lo señala y confiesa expresamente el actor, se 

trataba de bienes y actos realizados por otra entidad que ha decir del mismo 

actor correspondían a Gobierno del Estado, lo que ni siquiera demuestra al no 

exhibir documentación legal alguna que lo acredite”. Esta autoridad, en 

cumplimiento de sus competencias y con las facultades que la Ley Electoral del 

Estado le confiere, entra al estudio del mismo en los siguientes términos: En 

principio es oportuno citar el contenido del artículo ciento ochenta y dos del 

ordenamiento electoral local que dice: “Artículo ciento ochenta y dos. 

Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en que funde su 

pretensión”. En correspondencia con la disposición anterior, tenemos que la 

parte actora afirma que el Partido Acción Nacional y los candidatos que cita 

están haciendo uso de un programa de gobierno para beneficio electoral y para 

acreditarlo ofrece las fotografías y el periódico mencionado; dichas pruebas al 
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amparo de lo previsto por el artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral 

son documentales privadas, las que en relación con el numeral ciento ochenta y 

ocho deben ser valoradas libremente por la autoridad pero expresando los 

motivos por los que tales elementos generan eficacia probatoria; en relación con 

ello habrá de manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas 

tienen un valor de indicio y para crear convicción en el juzgador, deben de ir 

acompañadas de otros elementos que permitan precisar lo que con ello se 

pretende probar, lo que en el caso no acontece, ya que las imágenes plasmadas 

en las pruebas admitidas no permiten precisar tiempo, modo y lugar de lo que 

en ellas está plasmado y que con ellas se acredite lo narrado en el hecho a 

estudio; adicionalmente los hechos que atribuyen deben ser narrados de 

manera precisa y clara para que la parte contraria esté en aptitud de 

controvertirlos, lo que en el presente caso no acontece, razón por la que a juicio 

de este Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se 

tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste 

a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a 

estudio; es de hacer notar respecto del presente hecho que la ciudadana 

Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es 

llamada a juicio. Sexto.- Atribuye el Partido de la Revolución Democrática en el 

hecho seis de su escrito de denuncia, en lo sustantivo, al Partido Acción 

Nacional y a los ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera 

Ramírez, el ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo 

siguiente: ”Es el caso que de acuerdo a la información que proporcionan nuestro 

candidato y representante de partido antes mencionado, ese mismo día que 

aproximadamente a las doce cuarenta pasado meridiano sobre la carretera 

federal Jalpan de Serra - Río Verde, sobre la comunidad de El Lindero se 

reunieron los candidatos y los dirigentes del Partido Revolucionario Institucional, 



 20

del Partido Verde Ecologista de México y del Partido de la Revolución 

Democrática, en razón que los chóferes de las caravana de vehículos de 

transporte pesado con los numerosos materiales de construcción habían 

preguntado, al candidato a Presidente Municipal por el Partido Revolucionario 

Institucional, Gilberto Pedraza Núñez donde se entregaba ese material que iba 

destinado a ser entregado en un evento político al que asistiría el Gobernador 

del Estado el treinta de junio, por lo cual se reunieron en ese motivo estos 

representantes de partidos políticos, así como sus candidatos incluyendo al 

regidor Municipal de nombre Venicio Covarrubias Ponce, para constar los 

hechos que se estaban presentando”. Para acreditar su dicho ofrece y le fueron 

admitidas como pruebas las enumeradas como uno y dos consistentes en, se 

citan textualmente: Las fotografías que corresponden a la llegada de la caravana 

de vehículos pesados que transportaron el material primero a una bodega y 

después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar 

del periódico El Regional, Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, 

de fecha once de junio del año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta 

en primera plana la presencia de los representantes de candidatos de tres 

partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron admitidas por las 

consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. 

Por su parte, el partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el 

hecho en comento manifiestan: “Respecto de los hechos señalados con el 

número seis del escrito inicial interpuesto por el actor, al advertirse que no son 

hechos propios que se imputen a los suscritos, ni los afirmamos ni los negamos, 

sin embargo hemos de poner de relieve que en igualdad de consideraciones a 

las vertidas en la contestación del punto anterior en este mismo escrito, el actor 

no acredita su dicho con las pruebas suficientes y necesarias, ni tampoco 
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describe conductas que merezca análisis para proceder a imponer cualquier 

sanción”. Esta autoridad, en cumplimiento de sus competencias y con las 

facultades que la Ley Electoral del Estado le confiere, entra al estudio del mismo 

en los siguientes términos: En principio es oportuno citar el contenido del 

artículo ciento ochenta y dos del ordenamiento electoral local que dice: “ Artículo 

ciento ochenta y dos. Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en 

que funde su pretensión”. En ese sentido, dichas pruebas al amparo de lo 

previsto por el artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral son 

documentales privadas, las que en relación con el numeral ciento ochenta y 

ocho, deben ser valoradas libremente por la autoridad pero expresando los 

motivos por los que tales elementos generan eficacia probatoria; en relación con 

ello habrá de manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas 

tienen un valor de indicio y para crear convicción en el juzgador deben de ir 

acompañadas de otros elementos que permitan precisar lo que con ello se 

pretende probar, lo que en el caso no acontece, ya que las imágenes plasmadas 

en las pruebas admitidas no permiten precisar tiempo, modo y lugar de lo que 

en ellas está plasmado y que con ellas se acredite lo narrado en el hecho a 

estudio, razón por la que a juicio de este Consejo, en análisis de lo anterior y al 

carecer de conducta que se tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y 

con la obligación que le asiste a la actora de acreditar su dicho, es de tener 

como no acreditado el hecho a estudio. Adicionalmente, en correspondencia con 

la disposición anterior, tenemos que la parte actora en el sexto hecho de su 

denuncia no atribuye conducta alguna a la demandada, que de conformidad con 

la legislación electoral aplicable constituya lesión jurídica en su perjuicio; como 

lo apunta la parte acusada al contestar que no son hechos propios; es de hacer 

notar respecto de los citados hechos que la ciudadana Herminia Olvera Ramírez 

contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es llamada a juicio; en análisis 
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de lo anterior y al carecer de conducta que se tipifique como lesiva del orden 

jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la actora de acreditar su 

dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio y como carente de 

conducta lesiva del orden jurídico en la materia. Séptimo.- Atribuye el Partido de 

la Revolución Democrática en el hecho siete de su escrito de denuncia, en lo 

sustantivo, al Partido Acción Nacional y a los ciudadanos Moisés Pacheco 

Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y 

Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “En ese acto se presentó un vehículo con 

insignias del Partido Acción Nacional y le pidió a uno de los chóferes que 

subiera y se apartaron del lugar, más tarde regresó caminando el motorista y le 

dijo a sus compañeros que el Presidente del Partido Acción Nacional y los 

candidatos Guillermo Rocha y José Juan Tavares ordenaban que no se 

descargara el material en la bodega cercana donde se habían parado las 

unidades, la cual es propiedad de una cooperativa de la cual es dirigente y 

representante de la misma el ciudadano Pedro Velásquez Ortega, candidato a 

Regidor del Ayuntamiento de Jalpan por el Partido Acción Nacional, que se 

trasladaran a las oficinas regionales de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario 

en el domicilio antes mencionado. Acto seguido se inició la movilización de las 

unidades y varias de ellas se fueron de frente por el camino que conduce al 

Municipio de Landa de Matamoros pero otras en número de ocho se trasladaron 

a las Instalaciones de Secretaría de Desarrollo Agropecuario con órdenes de 

bajar ahí el material, cabe precisar que un vehículo taxi conducido por una 

persona con apellido "Jesús Velásquez N" y al parecer familiar del candidato a 

regidor por el Partido Acción Nacional fue quien guió la caravana de vehículos 

antes mencionado. En este momento cabe aclarar que las unidades que 

inicialmente se encaminaron al municipio de Landa con posterioridad se 

integraron a la caravana que depositó todo el material en las Instalaciones de 
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Secretaría de Desarrollo Agropecuario. Para acreditar su dicho ofrece y le 

fueron admitidas como pruebas las enumeradas como uno y dos consistentes 

en, se citan textualmente: Las fotografías que corresponden a la llegada de la 

caravana de vehículos pesados que transportaron el material primero a una 

bodega y después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el 

ejemplar del periódico El Regional, Periodismo Joven y Dinámico, edición 

setenta y uno, de fecha once de junio del año en curso, de Jalpan de Serra, en 

la que consta en primera plana la presencia de los representantes de candidatos 

de tres partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron admitidas por las 

consideraciones vertidas en el auto citado líneas arriba. Por su parte, el partido 

imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el hecho en comento 

manifiestan: “Respecto de los hechos señalados con el número siete del escrito 

del actor, al advertirse que no son hechos propios que se imputen a los 

suscritos, ni los afirmamos ni los negamos, sin embargo hemos de poner de 

relieve que en igualdad de consideraciones a las vertidas en la contestación del 

punto anterior en este mismo escrito, el actor no acredita su dicho con las 

pruebas suficientes y necesarias, ni tampoco describe conductas que merezcan 

análisis para proceder a imponer cualquier sanción”. Esta autoridad, en 

cumplimiento de sus competencias y con las facultades que la Ley Electoral del 

Estado le confiere, entra al estudio del mismo en los siguientes términos: en 

principio habrá de señalarse que contrario a lo manifestado por los imputados, 

las acusaciones en estudio si se refieren a hechos propios; es decir, a actos que 

dicen fueron cometidos por los ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermo 

Rocha, José Juan Tavares y Pedro Velásquez Ortega, sin que pase 

desapercibido para esta instancia electoral que tales hechos fueron mal 

planteados y deficientemente probados. En ese tenor es oportuno citar el 
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contenido del artículo ciento ochenta y dos del ordenamiento electoral local que 

dice: “Artículo ciento ochenta y dos. Corresponderá siempre al actor acreditar 

los hechos en que funde su pretensión”. Con las pruebas ofrecidas y admitidas, 

al amparo de lo previsto por el artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley 

Electoral son documentales privadas, las que en relación con el numeral ciento 

ochenta y ocho deben ser valoradas libremente por la autoridad pero 

expresando los motivos por los que tales elementos generan eficacia probatoria; 

en relación con ello habrá de manifestarse que dichas pruebas al ser 

documentales privadas pudieran tener un valor de indicio si son acompañadas 

de otros elementos que permita precisar lo que con ello se pretende probar, lo 

que en el caso no acontece ya que las imágenes plasmadas en las pruebas 

admitidas no permiten precisar tiempo modo y lugar de lo que en ellas está 

plasmado y que con ellas se acredite lo narrado en el hecho a estudio, razón por 

la que a juicio de este Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de 

conducta que se tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la 

obligación que le asiste a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no 

acreditado el hecho a estudio. Adicionalmente, en correspondencia con la 

disposición anterior, tenemos que la parte actora en el hecho siete de su 

denuncia no atribuye conducta alguna a la demandada, que de conformidad con 

la legislación electoral aplicable constituya lesión jurídica en su perjuicio; como 

lo apunta la parte acusada al contestar que no son hechos propios; es de hacer 

notar respecto de los citados hechos que la ciudadana Herminia Olvera Ramírez 

contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es llamada a juicio; en análisis 

de lo anterior y al carecer de conducta que se tipifique como lesiva del orden 

jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la actora de acreditar su 

dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio y como carente de 

conducta lesiva del orden jurídico en la materia. Octavo.- Atribuye el Partido de 
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la Revolución Democrática en el hecho ocho de su escrito de denuncia, en lo 

sustantivo, que el Partido Acción Nacional y los ciudadanos Moisés Pacheco 

Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y 

Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “En ese sitio se presentó Fernando Rocha 

Mier funcionario de la oficina Regional de Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario, quien es además sobrino del actual candidato del Partido Acción 

Nacional a la Presidente Municipal de Jalpan de Serra, y en presencia de los 

reporteros, camarógrafos y los ahora denunciantes dio instrucciones para que 

se bajara todo ese material, aclaramos que todos penetramos el acceso 

principal hasta las oficinas y bodegas y por lo mismo fuimos testigos de las 

conversaciones que ahí se realizaron, varios de los reporteros, mismos que 

oportunamente presentaremos a declarar interrogaron al funcionario quien 

confirmó que todo el material era parte del Programa de Acción Comunitaria y 

que tenían Instrucciones de entregarlos antes del día treinta y que incluso 

asistiría el Gobernador del Estado”. Para acreditar su dicho ofrece y le fueron 

admitidas como pruebas las enumeradas como uno y dos consistentes en, se 

citan textualmente: Las fotografías que corresponden a la llegada de la caravana 

de vehículos pesados que transportaron el material primero a una bodega y 

después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar 

del periódico El Regional, Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, 

de fecha once de junio del año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta 

en primera plana la presencia de los representantes de candidatos de tres 

partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron admitidas por las 

consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. Por su parte, el 

partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el hecho en comento 

manifiestan: “Respecto de los hechos señalados con el número ocho del escrito 
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del actor, al advertirse que no son hechos propios que se imputen a los 

suscritos, ni los afirmamos ni los negamos, sin embargo hemos de poner de 

relieve que en igualdad de consideraciones a las vertidas en la contestación del 

punto anterior en este mismo escrito, el actor no acredita su dicho con las 

pruebas suficientes y necesarias, ni tampoco describe conductas que merezcan 

análisis para proceder a imponer cualquier sanción”. Esta autoridad, en 

cumplimiento de sus competencias y con las facultades que la Ley Electoral del 

Estado le confiere, entra al estudio del mismo en los siguientes términos: En 

principio es oportuno citar el contenido del artículo ciento ochenta y dos del 

ordenamiento electoral local que dice: “Artículo ciento ochenta y dos. 

Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en que funde su 

pretensión”. Las pruebas ofrecidas por la actora, al amparo de lo previsto por el 

artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral son documentales privadas, 

las que en relación con el numeral ciento ochenta y ocho, deben ser valoradas 

libremente por la autoridad pero expresando los motivos por los que tales 

elementos generan eficacia probatoria; en relación con ello habrá de 

manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas pudieran tener 

un valor de indicio si son acompañadas de otros elementos que permitan 

precisar lo que con ello se pretende probar, lo que en el caso no acontece ya 

que las imágenes plasmadas en las pruebas admitidas no permiten precisar 

tiempo, modo y lugar de lo que en ellas está plasmado y que con ellas se 

acredite lo narrado en el hecho a estudio, razón por la que a juicio de este 

Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se tipifique 

como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la 

actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio. 

Adicionalmente, en correspondencia con la cita anterior, tenemos que la parte 

actora en el hecho ocho de su denuncia no atribuye conducta alguna a la 
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demandada, que de conformidad con la legislación electoral aplicable constituya 

lesión jurídica en su perjuicio; como lo apunta la parte acusada al contestar que 

no son hechos propios; es de hacer notar respecto de los citados hechos que la 

ciudadana Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los 

autos no es llamada a juicio; en análisis de lo anterior y al carecer de conducta 

que se tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le 

asiste a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho 

a estudio y como carente de conducta lesiva del orden jurídico en la materia. 

Noveno.- Atribuye el Partido de la Revolución Democrática en el hecho nueve 

de su escrito de denuncia, en lo sustantivo, que el Partido Acción Nacional y los 

ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el ingeniero 

Guillermo Rocha Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “La misma 

persona nos informó que en el barrio del Panteón en ésta Ciudad el licenciado 

José Juan Tavares Lugo ya había recogido aproximadamente treinta y cinco 

solicitudes y que todas estaban documentadas con una copia de la credencial 

del elector de los beneficiarios, cuestión que nos hemos dado a la tarea de 

investigar y con toda oportunidad presentaremos los nombres y domicilio de las 

personas para que puedan rendir declaración ministerial”. Para acreditar su 

dicho ofrece y le fueron admitidas como pruebas las enumeradas como uno y 

dos consistentes en, se citan textualmente: Las fotografías que corresponden a 

la llegada de la caravana de vehículos pesados que transportaron el material 

primero a una bodega y después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; y el ejemplar del periódico El Regional, Periodismo Joven y 

Dinámico, edición setenta y uno, de fecha once de junio del año en curso, de 

Jalpan de Serra, en la que consta en primera plana la presencia de los 

representantes de candidatos de tres partidos políticos en las instalaciones de la 

Secretaría de Desarrollo Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron 
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admitidas por las consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. 

Por su parte, el partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el 

hecho en comento manifiestan: “Respecto de los hechos señalados con el 

número nueve del escrito del actor, al advertirse que no son hechos propios que 

se imputen a los suscritos, ni los afirmamos ni los negamos, sin embargo hemos 

de poner de relieve que en igualdad de consideraciones a las vertidas en la 

contestación del punto anterior en este mismo escrito, el actor no acredita su 

dicho con las pruebas suficientes y necesarias, ni tampoco describe conductas 

que merezcan análisis para proceder a imponer cualquier sanción”. Esta 

autoridad, en cumplimiento de sus competencias y con las facultades que la Ley 

Electoral del Estado le confiere, entra al estudio del mismo en los siguientes 

términos: En principio es oportuno citar el contenido del artículo ciento ochenta y 

dos del ordenamiento electoral local que dice: “Artículo ciento ochenta y dos. 

Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en que funde su 

pretensión”. Las pruebas ofrecidas por la actora, al amparo de lo previsto por el 

artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral son documentales privadas, 

las que en relación con el numeral ciento ochenta y ocho, deben ser valoradas 

libremente por la autoridad pero expresando los motivos por los que tales 

elementos generan eficacia probatoria; en relación con ello habrá de 

manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas pudieran tener 

un valor de indicio si son acompañadas de otros elementos que permita precisar 

lo que con ello se pretende probar, lo que en el caso no acontece ya que las 

imágenes plasmadas en las pruebas admitidas no permiten precisar tiempo, 

modo y lugar de lo que en ellas está plasmado y que con ellas se acredite lo 

narrado en el hecho a estudio, razón por la que a juicio de este Consejo, en 

análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se tipifique como lesiva del 

orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la actora de acreditar 
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su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio. Adicionalmente, en 

correspondencia con la disposición anterior, tenemos que la parte actora en el 

hecho nueve de su denuncia no atribuye conducta alguna a la demandada, que 

de conformidad con la legislación electoral aplicable constituya lesión jurídica en 

su perjuicio; como lo apunta la parte acusada al contestar que no son hechos 

propios; es de hacer notar respecto de los citados hechos que la ciudadana 

Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es 

llamada a juicio; en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se 

tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste 

a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a 

estudio y como carente de conducta lesiva del orden jurídico en la materia. 

Décimo.- Atribuye el Partido de la Revolución Democrática en el hecho diez de 

su escrito de denuncia, en lo sustantivo, que el Partido Acción Nacional y los 

ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el ingeniero 

Guillermo Rocha Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: “Con motivo 

de estos hechos se procedió a la presentación de denuncia por la participación 

de denuncia por la Constitución de conductas ilícitas electorales por parte de los 

representantes de tres partidos políticos, así mismo se hizo la petición a los 

representantes de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario que se procediera a 

suspender la entrega de materiales. Sin embargo mediante un comunicado 

público del Gobierno del Estado se asumía la responsabilidad del traslado de 

materiales, y la entrega de los mismos a diversos ciudadanos en toda la región 

serrana dentro del Programa Acción Comunitaria Rural. De esta manera 

legalmente se enteraron nuestros representantes que se procedió a la entrega 

de materiales y tinacos a diversos ciudadanos mediante un vale de entrega e 

incluso apoyando un vale de gasolina dentro del programa mencionado. Para 

acreditar su dicho ofrece y le fueron admitidas como pruebas las enumeradas 
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como uno y dos consistentes en, se citan textualmente: Las fotografías que 

corresponden a la llegada de la caravana de vehículos pesados que 

transportaron el material primero a una bodega y después a la bodega de la 

Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar del periódico El Regional, 

Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, de fecha once de junio del 

año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta en primera plana la 

presencia de los representantes de candidatos de tres partidos políticos en las 

instalaciones de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; el resto de las 

pruebas no le fueron admitidas por las consideraciones que se vierten en el auto 

citado líneas arriba. Por su parte, el partido imputado y los ciudadanos a los que 

se les atribuye el hecho en comento manifiestan: “Respecto de los hechos 

señalados con el número diez del escrito del actor, al advertirse que no son 

hechos propios que se imputen a los suscritos, ni los afirmamos ni los negamos, 

sin embargo hemos de poner de relieve que en igualdad de consideraciones a 

las vertidas en la contestación del punto anterior en este mismo escrito, el actor 

no acredita su dicho con las pruebas suficientes y necesarias, ni tampoco 

describe conductas que merezcan análisis para proceder a imponer cualquier 

sanción”. Esta autoridad, en cumplimiento de sus competencias y con las 

facultades que la Ley Electoral del Estado le confiere, entra al estudio del mismo 

en los siguientes términos: En principio es oportuno citar el contenido del 

artículo ciento ochenta y dos del ordenamiento electoral local que dice: “Artículo 

ciento ochenta y dos. Corresponderá siempre al actor acreditar los hechos en 

que funde su pretensión”. Las pruebas ofrecidas por la actora, al amparo de lo 

previsto por el artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral son 

documentales privadas, las que en relación con el numeral ciento ochenta y 

ocho deben ser valoradas libremente por la autoridad pero expresando los 

motivos por los que tales elementos generan eficacia probatoria; en relación con 
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ello habrá de manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas 

pudieran tener un valor de indicio si son acompañadas de otros elementos que 

permita precisar lo que con ello se pretende probar, lo que en el caso no 

acontece ya que las imágenes plasmadas en las pruebas admitidas no permiten 

precisar tiempo, modo y lugar de lo que en ellas está plasmado y que con ellas 

se acredite lo narrado en el hecho a estudio, razón por la que a juicio de este 

Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se tipifique 

como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la 

actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio. 

Adicionalmente, en correspondencia con la disposición anterior, tenemos que la 

parte actora en el hecho diez de su denuncia no atribuye conducta alguna a la 

demandada, que de conformidad con la legislación electoral aplicable constituya 

lesión jurídica en su perjuicio; como lo apunta la parte acusada al contestar que 

no son hechos propios; es de hacer notar respecto de los citados hechos que la 

ciudadana Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los 

autos no es llamada a juicio; en análisis de lo anterior y al carecer de conducta 

que se tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le 

asiste a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho 

a estudio y como carente de conducta lesiva del orden jurídico en la materia. 

Décimo primero.- Atribuye el Partido de la Revolución Democrática en el hecho 

once de su escrito de denuncia, en lo sustantivo, que el Partido Acción Nacional 

y los ciudadanos Moisés Pacheco Miralrio, Guillermina Olvera Ramírez, el 

ingeniero Guillermo Rocha Pedraza y Pedro Velásquez Ortega, lo siguiente: Es 

el caso que nos hemos enterado que las listas de beneficiarios fueron 

coordinadas directamente por el actual candidato a Presidente Municipal del 

Partido Acción Nacional, contador público Guillermo Rocha Pedraza, en la 

elaboración de las listas participó directamente la regidora del Ayuntamiento y 
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consejera municipal del Partido Acción Nacional, Guillermina Olvera Ramírez, 

así como el Presidente del Comité Directivo Municipal, Moisés Pacheco Miralrio, 

quienes anotaban personalmente beneficiarios en listas en formatos que ellos 

mismos tenían en su poder y recababan y varios beneficiarios fueron enlistados 

directamente en las oficinas del Comité Directivo Municipal del Partido Acción 

Nacional en Jalpan de Serra, cuando calle Abasolo y ahora se encuentra en la 

calle Petra de Mayorga esquina con calle Jiménez, en el centro de Jalpan para 

probar este hecho hemos solicitado una interpelación notarial de personas a las 

que les constan estos hechos. Los mismos testigos nos informan que al 

momento de hacer la promoción de ser beneficiarios del programa se les dice 

que es un apoyo a los que estén con el Partido Acción Nacional, para que los 

apoyen con su voto en las elecciones. El ingeniero Guillermo Rocha Pedraza 

coordino directamente las listas ya siendo del candidato del Partido Acción 

Nacional y estando en funciones como Delegado Regional de la Secretaría de 

Desarrollo Agropecuario del Gobierno del Estado de Querétaro, ya una vez que 

fue designado candidato a Presidente Municipal por su partido, continuo en 

funciones, y como los estamos mencionando líneas arriba el señor Fernando 

Rocha Mier actual funcionario de la Delegación Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario en la sierra gorda y quien confirmo a nuestros representantes que 

ese material confirmo a nuestros representantes que ese material se entregaría 

a varios ciudadanos es familiar consanguíneo del actual candidato a Presidente 

Municipal, del Partido Acción Nacional, del Partido Acción Nacional. Así mismo 

la participación de manera directa de diversos militantes del Partido Acción 

Nacional en esta entrega de apoyos con recursos públicos en plena campaña 

electoral haciendo difusión de programas de recursos públicos en la misma, es 

mas que evidente que vinculan estás actividades con el Partido Acción Nacional, 

con el candidato y sus dirigentes. Para acreditar su dicho ofrece y le fueron 
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admitidas como pruebas las enumeradas como uno y dos consistentes en, se 

citan textualmente: Las fotografías que corresponden a la llegada de la caravana 

de vehículos pesados que transportaron el material primero a una bodega y 

después a la bodega de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario; y el ejemplar 

del periódico El Regional, Periodismo Joven y Dinámico, edición setenta y uno, 

de fecha once de junio del año en curso, de Jalpan de Serra, en la que consta 

en primera plana la presencia de los representantes de candidatos de tres 

partidos políticos en las instalaciones de la Secretaría de Desarrollo 

Agropecuario; el resto de las pruebas no le fueron admitidas por las 

consideraciones que se vierten en el auto citado líneas arriba. Por su parte el 

partido imputado y los ciudadanos a los que se les atribuye el hecho en comento 

manifiestan: “Respecto de los hechos señalados con el número once del escrito 

del actor, negamos de manera categórica los hechos que plantea el actor, en 

virtud de las consideraciones que ya realizamos en la contestación a los hechos 

en los puntos anteriores en este mismo escrito, así como estar de manera 

evidente, que los suscritos no somos titular de la posesión o propiedad de los 

bienes que señala el actor, ni tampoco tenemos carácter alguno de servidores 

públicos en las entidades públicas señaladas por el actor, que además en la 

ignorancia del perredista ni siquiera son estas las entidades públicas 

encargadas del denominado Programa de Acción Comunitaria Rural, que cita en 

reiteradas ocasiones”. Esta autoridad, en cumplimiento de sus competencias y 

con las facultades que la Ley Electoral del Estado le confiere, entra al estudio 

del mismo en los siguientes términos: En principio es oportuno citar el contenido 

del artículo ciento ochenta y dos del ordenamiento electoral local que dice: 

“Artículo ciento ochenta y dos. Corresponderá siempre al actor acreditar los 

hechos en que funde su pretensión”. Las pruebas ofrecidas por la actora, al 

amparo de lo previsto por el artículo ciento ochenta y cuatro de la Ley Electoral 



 34

son documentales privadas, las que en relación con el numeral ciento ochenta y 

ocho, deben ser valoradas libremente por la autoridad pero expresando los 

motivos por los que tales elementos generan eficacia probatoria; en relación con 

ello habrá de manifestarse que dichas pruebas al ser documentales privadas 

pudieran tener un valor de indicio si son acompañadas de otros elementos que 

permita precisar lo que con ello se pretende probar, lo que en el caso no 

acontece ya que las imágenes plasmadas en las pruebas admitidas no permiten 

precisar tiempo, modo y lugar de lo que en ellas está plasmado y que con ellas 

se acredite lo narrado en el hecho a estudio, razón por la que a juicio de este 

Consejo, en análisis de lo anterior y al carecer de elementos objetivos que 

demuestren fehacientemente una conducta que se tipifique como lesiva del 

orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste a la actora de acreditar 

su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a estudio. Adicionalmente, en 

correspondencia con la disposición anterior, tenemos que la parte actora en el 

hecho diez de su denuncia no atribuye conducta alguna a la demandada, que de 

conformidad con la legislación electoral aplicable constituya lesión jurídica en su 

perjuicio; como lo apunta la parte acusada al contestar que no son hechos 

propios; es de hacer notar respecto de los citados hechos que la ciudadana 

Herminia Olvera Ramírez contesta Ad Cautelam dado que en los autos no es 

llamada a juicio; en análisis de lo anterior y al carecer de conducta que se 

tipifique como lesiva del orden jurídico electoral y con la obligación que le asiste 

a la actora de acreditar su dicho, es de tener como no acreditado el hecho a 

estudio y como carente de conducta lesiva del orden jurídico en la materia. En 

razón de lo anterior, una vez que esta autoridad ha valorado todos y cada uno 

de los medios de prueba ofrecidos, admitidos y desahogados en la presente 

causa, de manera individual les ha negado valor probatorio alguno por los 

razonamientos lógico jurídicos descritos con antelación y ante las 
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inconsistencias que ha presentado de manera individual cada una de las 

pruebas ahí descritas, pero además de manera conjunta los medios de prueba 

descritos no pueden ser valorados ni siquiera de manera indiciaria en virtud de 

la serie de inconsistencias jurídicas que se presentaron en la denuncia, en el 

ofrecimiento de sus pruebas, en su perfeccionamiento y sustento legal; es decir, 

no se cumplieron con los requisitos mínimos legales que se encuentran 

estipulados en la legislación electoral y de manera supletoria en la legislación 

adjetiva civil vigente en el Estado que precisan de manera clara los requisitos 

para el ofrecimiento admisión, preparación y desahogo de las pruebas, 

respetando los principios del derecho probatorio de quien prueba, con que 

prueba, y cual es el objeto de la prueba; es decir, que se pretende acreditar con 

cada uno de los medios de prueba en lo individual o de manera conjunta, 

además de no haberlos relacionado el hoy actor con los hechos de su demanda 

planteada, circunstancias únicamente imputables a la parte actora y atendiendo 

a que la ley electoral se rige por el principio de estricto derecho, es decir, la 

autoridad únicamente podrá pronunciarse sobre los hechos y los medios prueba 

que relacionados entre si ofrezcan las partes. Por lo anteriormente expuesto y 

con fundamento en el artículo cuarenta y uno y ciento dieciséis fracción cuarta 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; trece y quince de 

la Constitución Política del Estado de Querétaro Arteaga; uno, dos, tres, cuatro, 

cinco, sesenta y ocho, fracción vigésima octava y trigésima séptima, setenta, 

fracción quinta, ciento sesenta y dos, ciento sesenta y tres, ciento sesenta y 

cuatro, ciento sesenta y cinco, ciento sesenta y seis, ciento sesenta y siete, 

ciento setenta y uno, ciento ochenta y uno, ciento ochenta y dos, ciento ochenta 

y tres, ciento ochenta y cuatro, ciento ochenta y seis, ciento ochenta y ocho, 

ciento noventa y uno, ciento noventa y dos, doscientos ochenta, doscientos 

ochenta y cuatro, doscientos ochenta y cinco, doscientos noventa, doscientos 
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noventa y uno y demás relativos y aplicables de la Ley Electoral del Estado de 

Querétaro. En mérito de lo antes expuesto y fundado es de resolverse y se 

resuelve. Resolutivos. Primero.- El Consejo General del Instituto Electoral de 

Querétaro, es competente para conocer y resolver en relación al procedimiento 

de aplicación de sanciones que fuera iniciado ante este Consejo por el Partido 

de la Revolución Democrática, con motivo de hechos atribuidos al Partido 

Acción Nacional y a sus dirigentes Moisés Pacheco Miralrio, Presidente del 

Comité Directivo Municipal del Partido Acción Nacional en el municipio de 

Jalpan de Serra, Querétaro, al ciudadano ingeniero Guillermo Rocha Pedraza, 

candidato a Presidente Municipal de Jalpan de Serra, Querétaro, por el Partido 

Acción Nacional y al ciudadano Pedro Velásquez Ortega, candidato a Regidor 

del Ayuntamiento de Jalpan de Serra, Querétaro, por el Partido Acción Nacional, 

respecto de hechos narrados y de los cuales resulta agravio al partido actor, 

seguido en el expediente cero treinta y dos diagonal dos mil seis. Segundo.- El 

trámite dado al procedimiento iniciado ante el Consejo General del Instituto 

Electoral de Querétaro, en fecha quince de junio del presente año por el Partido 

de la Revolución Democrática, con motivo de los hechos narrados y atribuidos al 

partido y a los ciudadanos mencionados, ha sido el correcto. Tercero.- En 

cumplimiento y con apoyo en los considerandos primero a décimo primero de la 

presente resolución y toda vez que la conducta que le es atribuida al Partido 

Acción Nacional y a sus dirigentes Moisés Pacheco Miralrio, al ciudadano 

ingeniero Guillermo Rocha Pedraza, al ciudadano Pedro Velásquez Ortega, 

atribuidas por el denunciante el Partido de la Revolución Democrática en el 

presente expediente y al no haberse acreditado las imputaciones mencionadas, 

es de absolverse y se absuelve a los denunciados de los hechos que han sido 

materia del presente expediente. Cuarto.- Respecto de la ciudadana Guillermina 

Olvera Ramírez, con la aclaración realizada en la notificación realizada por el 
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funcionario del Instituto y de la que se desprende que existe un error imputable 

al actor, se dejan a salvo los derechos de éste para que en el supuesto de que 

dicha ciudadana le haya realizado el agravio del que se duele, precise tal 

eventualidad con sus datos exactos y enderece las acciones legales que a su 

juicio considere convenientes. Quinto.- Se autoriza para notificar la presente 

resolución, a los ciudadanos licenciado Pablo Cabrera Olvera, licenciado 

Roberto Rubén Rodríguez Ontiveros y/o licenciado Juan Portillo Ugalde, 

funcionarios del área Jurídica de este Instituto. Sexto.- Publíquese la presente 

resolución en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, “La Sombra de 

Arteaga”. Dado en la ciudad de Santiago de Querétaro, Querétaro, a los veinte 

días mes de julio del año dos mil seis. Este es el proyecto de resolución que 

presenta esta Secretaría Ejecutiva. ¿Si hubiere alguna observación o 

comentario?. Entonces pasaría la votación correspondiente. Técnico en 

periodismo Arturo Adolfo Vallejo Casanova.- A favor. ¿Licenciada Cecilia Pérez 

Zepeda?.- A favor. ¿Licenciado Antonio Rivera Casas?.- A favor. ¿Doctor Ángel 

Eduardo Miranda Correa?. En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos 

Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Adelante, señor consejero. En 

el uso de la voz el Doctor Ángel Eduardo Miranda Correa, Consejero Electoral.- 

Yo creo que es mi deber expresar que noto ciertas inconsistencias en la 

valoración de las pruebas que se presentan, dado que en conjunto son los 

elementos que la actora busca para tratar de probar su dicho, en virtud de esta 

situación mi voto es una abstención. En el uso de la voz el licenciado Juan 

Carlos Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Adelante, por favor 

Secretaria Ejecutiva. En el uso de la voz la licenciada Sonia Clara Cárdenas 

Manríquez, Secretaria Ejecutiva.- ¿Sociólogo Efraín Mendoza Zaragoza?.- A 

favor. ¿Licenciado Juan Carlos Salvador Dorantes Trejo?.- A favor. ¿Licenciada 

Sonia Clara Cárdenas Manríquez?.- A favor. Tenemos seis votos a favor y una 
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abstención, señor Presidente. En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos 

Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Adelante al representante del 

Partido Acción Nacional. En el uso de la voz el licenciado Ricardo Andrade 

Becerra, representante del Partido Acción Nacional.- Nada más es para solicitar 

copia certificada de la resolución. En el uso de la voz el licenciado Juan Carlos 

Salvador Dorantes Trejo, Consejero Presidente.- Sí. Como han sido 

desahogados todos los puntos para los que fuimos convocados y siendo las 

veinte horas con diez minutos damos por concluida la presente sesión 

extraordinaria de Consejo General, que pasen buenas noches, gracias. - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  


